
ARTÍCULO 89. AUTORIDADES COMPETENTES. Las funciones descritas en la presente ley
relativas al reconocimiento de procesos extranjeros y en materia de cooperación con tribunales
extranjeros, serán ejercidas por la Superintendencia de Sociedades y los jueces civiles del
circuito y municipales del domicilio principal del deudor.

ARTÍCULO 90. AUTORIZACIÓN DADA AL PROMOTOR O LIQUIDADOR PARA
ACTUAR EN UN ESTADO EXTRANJERO. El promotor o liquidador estará facultado para
actuar en un Estado extranjero en representación de un proceso abierto en la República de
Colombia con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia, en la medida en que lo
permita la ley extranjera aplicable.

ARTÍCULO 91. EXCEPCIÓN DE ORDEN PÚBLICO. Nada de lo dispuesto en el presente
Título impedirá que las autoridades colombianas competentes nieguen la adopción de una
medida manifiestamente contraria al orden público de la República de Colombia.

ARTÍCULO 92. ASISTENCIA ADICIONAL EN VIRTUD DE ALGUNA OTRA NORMA.
Nada de lo dispuesto en el presente Título limitará las facultades que pueda tener una autoridad
colombiana competente, para prestar asistencia adicional al representante extranjero con arreglo
a alguna otra norma de la República de Colombia.

ARTÍCULO 93. INTERPRETACIÓN. En la interpretación de la presente ley habrán de
tenerse en cuenta su origen internacional y la necesidad de promover la uniformidad de su
aplicación y la observancia de la buena fe.

CAPITULO II.

ACCESO DE LOS REPRESENTANTES Y ACREEDORES EXTRANJEROS ANTE LAS
AUTORIDADES COLOMBIANAS COMPETENTES.

ARTÍCULO 94. DERECHO DE ACCESO DIRECTO. Todo representante extranjero estará
legitimado para comparecer directamente ante una autoridad colombiana competente.

ARTÍCULO 95. ALCANCE DE LA SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE UN
PROCESO EXTRANJERO. El solo hecho de la presentación de una solicitud, con arreglo a la
presente ley, ante una autoridad colombiana competente por un representante extranjero, no
supone la sumisión de este, ni de los bienes y negocios del deudor en el extranjero, a la ley
colombiana para efecto alguno que sea distinto de la solicitud.

ARTÍCULO 96. SOLICITUD DEL REPRESENTANTE EXTRANJERO DE APERTURA
DE UN PROCESO CON ARREGLO A LAS NORMAS COLOMBIANAS RELATIVAS A LA
INSOLVENCIA. Todo representante extranjero estará facultado para solicitar la apertura de un
proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia, si por lo demás cumple
las condiciones, requisitos y supuestos para la apertura de ese proceso.

ARTÍCULO 97. PARTICIPACIÓN DE UN REPRESENTANTE EXTRANJERO EN UN



PROCESO ABIERTO CON ARREGLO A LAS NORMAS COLOMBIANAS RELATIVAS A
LA INSOLVENCIA. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, el representante
extranjero estará facultado para participar en todo proceso abierto respecto del deudor con
arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia.

ARTÍCULO 98. ACCESO DE LOS ACREEDORES EXTRANJEROS A UN PROCESO
SEGUIDO CON ARREGLO A LAS NORMAS COLOMBIANAS RELATIVAS A LA
INSOLVENCIA. Los acreedores extranjeros gozarán de los mismos derechos que los acreedores
nacionales respecto de la apertura de un proceso en la República de Colombia y de la
participación en él con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia, sin que ello
afecte el orden de prelación de los créditos en un proceso abierto con arreglo a las normas
colombianas relativas a la insolvencia.

ARTÍCULO 99. PUBLICIDAD A LOS ACREEDORES EN EL EXTRANJERO CON
ARREGLO A LAS NORMAS COLOMBIANAS RELATIVAS A LA INSOLVENCIA. Siempre
que, con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia, deba informarse el inicio o
apertura de algún proceso a los acreedores que residan en la República de Colombia, esa
información también deberá remitirse a los acreedores conocidos que no tengan una dirección en
Colombia.

CAPITULO III.

RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO EXTRANJERO Y MEDIDAS OTORGABLES.

ARTÍCULO 100. SOLICITUD DE RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO
EXTRANJERO. El representante extranjero podrá solicitar ante las autoridades colombianas
competentes el reconocimiento del proceso extranjero en el que haya sido nombrado.

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de:

1. Una copia certificada de la resolución que declare abierto el proceso extranjero y nombre el
representante extranjero; o

2. Un certificado expedido por el tribunal extranjero que acredite la existencia del proceso
extranjero y el nombramiento del representante extranjero; o

3. En ausencia de una prueba conforme a los numerales 1 y 2, cualquier otra prueba admisible
para las autoridades colombianas competentes de la existencia del proceso extranjero y del
nombramiento del representante extranjero.

Toda solicitud de reconocimiento deberá presentarse acompañada de una declaración que indique
debidamente los datos de todos los procesos extranjeros abiertos respecto del deudor de los que
tenga conocimiento el representante extranjero.

La autoridad colombiana competente podrá exigir que todo documento presentado en apoyo de
una solicitud de reconocimiento sea traducido oficialmente al castellano y se encuentre
debidamente protocolizado ante el Consulado respectivo.



ARTÍCULO 101. PRESUNCIONES RELATIVAS AL RECONOCIMIENTO. Si la
resolución o el certificado de los que tratan los numerales 1 y 2 del artículo anterior indican que
el proceso extranjero es un proceso en el sentido del numeral 1 del artículo de las definiciones
del presente Título y que el representante extranjero es una persona o un órgano en el sentido del
numeral 4 del mismo artículo, la autoridad colombiana competente podrá presumir que ello es
así.

Salvo prueba en contrario, se presumirá que el domicilio social del deudor o su residencia
habitual, tratándose de una persona natural, es el centro de sus principales intereses.

ARTÍCULO 102. MEDIDAS OTORGABLES A PARTIR DE LA SOLICITUD DE
RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO EXTRANJERO. Desde la presentación de una
solicitud de reconocimiento hasta que sea resuelta esa solicitud, la autoridad colombiana
competente podrá, a instancia del representante extranjero y cuando las medidas sean necesarias
y urgentes para proteger los bienes del deudor o los intereses de los acreedores, otorgar medidas
provisionales, incluidas las siguientes:

1. Ordenar la suspensión de todo proceso de ejecución contra los bienes del deudor.

2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona designada por la autoridad
colombiana competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada
solicitud, la administración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor ubicados
en territorio colombiano, para proteger y preservar el valor de aquellos que, por su naturaleza o
por circunstancias concurrentes, sean perecederos, susceptibles de devaluación, o estén
amenazados por cualquier otra causa.

3. Aplicar cualquiera de las medidas previstas en los numerales 3 y 5 del artículo sobre medidas
otorgables a partir del reconocimiento de un proceso extranjero.

Para la adopción de las medidas mencionadas en este artículo, deberán observarse, en lo
procedente, las disposiciones del Código de Procedimiento Civil relativas a las medidas
cautelares.

Salvo prórroga con arreglo a lo previsto en el numeral 4 del artículo sobre medidas otorgables a
partir del reconocimiento de un proceso extranjero, las medidas otorgadas con arreglo al presente
artículo, quedarán sin efecto si es proferida una resolución sobre la solicitud de reconocimiento.

La autoridad colombiana competente podrá denegar toda medida prevista en el presente artículo
cuando se le demuestre que la misma afecte al desarrollo de un proceso extranjero principal.

ARTÍCULO 103. PROVIDENCIA DE RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO
EXTRANJERO. Salvo lo dispuesto en el artículo sobre excepción de orden público de la
presente ley, habrá lugar al reconocimiento de un proceso extranjero cuando:

1. El proceso extranjero sea uno de los señalados en el num eral 1 del artículo sobre definiciones
del presente Título.

2. El representante extranjero que solicite el reconocimiento sea una persona o un órgano en el
sentido del numeral 4 del artículo sobre definiciones del presente Título.



3. La solicitud cumpla los requisitos del artículo sobre solicitud de reconocimiento de un proceso
extranjero de la presente ley, y

4. La solicitud haya sido presentada ante la autoridad colombiana competente conforme al
artículo sobre autoridades competentes del presente Título.

Será reconocido el proceso extranjero:

a) Como proceso extranjero principal, en caso de estar tramitado en el Estado donde el deudor
tenga el centro de sus principales intereses, o

b) Como proceso extranjero no principal, si el deudor tiene en el territorio del Estado del foro
extranjero un establecimiento en el sentido del numeral 6 del artículo sobre definiciones del
presente Título.

En caso de demostrarse la ausencia parcial o total de los motivos que dieron lugar al
reconocimiento, o que estos han dejado de existir, podrá producirse la modificación o revocación
del mismo.

PARÁGRAFO. La publicidad de la providencia de reconocimiento de un proceso extranjero se
regirá por los mecanismos de publicidad previstos en la presente ley para la providencia de inicio
del proceso e insolvencia.

ARTÍCULO 104. INFORMACIÓN SUBSIGUIENTE. Presentada la solicitud de
reconocimiento de un proceso extranjero, el representante extranjero informará de inmediato a la
autoridad colombiana competente de:

1. Todo cambio importante en la situación del proceso extranjero reconocido o en el
nombramiento del representante extranjero, y

2. Todo otro proceso extranjero que se siga respecto del mismo deudor y del que tenga
conocimiento el representante extranjero.

ARTÍCULO 105. EFECTOS DEL RECONOCIMIENTO DE UN PROCESO
EXTRANJERO PRINCIPAL. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero que sea un
proceso principal:

1. No podrá iniciarse ningún proceso de ejecución en contra del deudor, suspendiéndose los que
estén en curso, quedando legalmente facultado el representante extranjero y el deudor para
solicitar, individual o conjuntamente, su suspensión y para alegar la nulidad del proceso o de las
actuaciones procesales posteriores al reconocimiento de un proceso extranjero principal. El juez
que fuere informado del reconocimiento de un proceso extranjero principal y actúe en
contravención a lo dispuesto en el presente numeral, incurrirá en causal de mala conducta.

2. Se suspenderá to do derecho a transmitir o gravar los bienes del deudor, así como a disponer
de algún otro modo de esos bienes, salvo el caso de un acto u operación que corresponda al giro
ordinario de los negocios de la empresa. Cualquier acto celebrado o ejecutado en contravención
de lo dispuesto en este numeral, será ineficaz de pleno derecho y dará lugar a la imposición de
multas sucesivas hasta por doscientos (200) salarios mínimos legales vigentes por parte de la
autoridad colombiana competente, hasta tanto reversen la respectiva operación. De los efectos y



sanciones previstos en el presente numeral, advertirá la providencia de reconocimiento del
proceso extranjero.

Lo dispuesto en el presente artículo no afectará al derecho de solicitar el inicio de un proceso con
arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia o a presentar créditos en ese proceso.

PARÁGRAFO. El reconocimiento del proceso de insolvencia extranjero del propietario de una
sucursal extranjera en Colombia dará lugar a la apertura del proceso de insolvencia de la misma
conforme a las normas colombianas relativas a la insolvencia.

ARTÍCULO 106. MEDIDAS OTORGABLES A PARTIR DEL RECONOCIMIENTO DE
UN PROCESO EXTRANJERO. Desde el reconocimiento de un proceso extranjero, ya sea
principal o no principal, de ser necesario para proteger los bienes del deudor o los intereses de los
acreedores, la autoridad colombiana competente podrá, a instancia del representante extranjero,
otorgar toda medida apropiada, incluidas las siguientes:

1. Disponer el examen de testigos, la presentación de pruebas o el suministro de información
respecto de los bienes, negocios, derechos, obligaciones o responsabilidades del deudor.

2. Encomendar al representante extranjero, o a alguna otra persona nombrada por la autoridad
colombiana competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada
solicitud, la administración o la realización de todos o de parte de los bienes del deudor, que se
encuentren en el territorio de este Estado, para proteger y preservar el v alor de aquellos que, por
su naturaleza o por circunstancias concurrentes, sean perecederos, susceptibles de devaluación, o
estén amenazados por cualquier otra causa.

3. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, principal o no principal, la autoridad
colombiana competente, y en la medida en que la ley colombiana lo permita respecto de cada
solicitud podrá, a instancia del representante extranjero, encomendar al representante extranjero,
o a otra persona nombrada por autoridad colombiana competente, la adjudicación de todos o de
parte de los bienes del deudor ubicados en el territorio de la República de Colombia, siempre que
la autoridad colombiana competente se asegure que los intereses de los acreedores domiciliados
en Colombia estén suficientemente protegidos.

4. Prorrogar toda medida cautelar otorgada con arreglo al artículo sobre medidas otorgables a
partir de la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero.

5. Conceder al representante extranjero cualquier otra medida que, conforme a las normas
colombianas relativas a la insolvencia, digan relación al cumplimiento de funciones propias del
promotor o liquidador.

Al otorgar medidas con arreglo a este artículo al representante de un proceso extranjero no
principal, la autoridad colombiana competente deberá asegurarse de que las medidas atañen a
bienes que, con arreglo al derecho de la República de Colombia, hayan de ser administrados en el
marco del proceso extranjero no principal, o que atañen a información requerida en ese proceso
extranjero no principal.

ARTÍCULO 107. PROTECCIÓN DE LOS ACREEDORES Y DE OTRAS PERSONAS
INTERESADAS. Al conceder o denegar una medida con arreglo a los artículos sobre medidas
otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero y sobre medidas



otorgables a partir del reconocimiento de un proceso extranjero, o al modificar o dejar sin efecto
esa medida con arreglo al inciso 3o del presente artículo, la autoridad colombiana competente
deberá asegurarse de que quedan debidamente protegidos lo s intereses de los acreedores y de
otras personas interesadas, incluido el deudor.

La autoridad colombiana competente podrá supeditar toda medida otorgada con arreglo a los
artículos anteriormente mencionados a las condiciones que juzgue convenientes.

A instancia del representante extranjero o de toda persona afectada por alguna medida otorgada
con arreglo a los artículos anteriormente mencionados, o de oficio, la autoridad colombiana
competente podrá modificar o dejar sin efecto la medida impugnada.

ARTÍCULO 108. ACCIONES DE IMPUGNACIÓN DE ACTOS PERJUDICIALES PARA
LOS ACREEDORES. A partir del reconocimiento de un proceso extranjero, el representante
extranjero estará legitimado para entablar las acciones revocatorias de acuerdo con lo previsto en
la presente ley.

ARTÍCULO 109. INTERVENCIÓN DE UN REPRESENTANTE EXTRANJERO EN
PROCESOS QUE SE SIGAN EN ESTE ESTADO. Desde el reconocimiento de un proceso
extranjero, el representante extranjero podrá intervenir, conforme a las condiciones prescritas por
la legislación colombiana, en todo proceso de insolvencia en el que el deudor sea parte.

CAPITULO IV.

COOPERACIÓN CON TRIBUNALES Y REPRESENTANTES EXTRANJEROS.

ARTÍCULO 110. COOPERACIÓN Y COMUNICACIÓN DIRECTA ENTRE LAS
AUTORIDADES COLOMBIANAS COMPETENTES Y LOS TRIBUNALES O
REPRESENTANTES EXTRANJEROS. En los asuntos indicados en el artículo sobre casos de
insolvencia transfronteriza del presente Título, la autoridad colombiana competente deberá
cooperar en la medida de lo posible con los tribunales extranjeros o los representantes
extranjeros, ya sea directamente o por conducto del promotor o liquidador, según el caso. La
autoridad colombiana competente estará facultada para ponerse en comunicación directa con los
tribunales o representantes extranjeros o para recabar información o asistencia directa de los
mismos.

ARTÍCULO 111. COOPERACIÓN Y COMUNICACIÓN DIRECTA ENTRE LOS
AGENTES DE LA INSOLVENCIA Y LOS TRIBUNALES O REPRESENTANTES
EXTRANJEROS. En los asuntos indicados en el artículo sobre casos de insolvencia
transfronteriza del presente Título, el promotor o liquidador deberá cooperar, en el ejercicio de
sus funciones y bajo la supervisión de la autoridad colombiana competente, con los tribunales y
representantes extranjeros.

El promotor o liquidador estará facultado, en el ejercicio de sus funciones y bajo la supervisión
de la autoridad colombiana competente, para ponerse en comunicación directa con los tribunales
o los representantes extranjeros.



ARTÍCULO 112. FORMAS DE COOPERACIÓN. La cooperación de que tratan los artículos
anteriores podrá ser puesta en práctica por cualquier medio apropiado y, en particular, mediante:

1. El nombramiento de una persona para que actúe bajo dirección de la autoridad colombiana
competente.

2. La comunicación de información por cualquier medio que la autoridad colombiana competente
considere oportuno.

3. La coordinación de la administración y la supervisión de los bienes y negocios del deudor.

4. La aprobación o la aplicación por los tribunales de los acuerdos relativos a la coordinación de
los procedimientos.

5. La coordinación de los procesos seguidos simultáneamente respecto de un mismo deudor.

CAPITULO V.

PROCESOS PARALELOS.

ARTÍCULO 113. APERTURA DE UN PROCESO CON ARREGLO A LAS NORMAS
COLOMBIANAS RELATIVAS A LA INSOLVENCIA TRAS EL RECONOCIMIENTO DE
UN PROCESO EXTRANJERO PRINCIPAL. Desde el reconocimiento de un proceso extranjero
principal, sólo podrá iniciarse un proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la
insolvencia cuando el deudor tenga bienes en Colombia. Los efectos de este proceso se limitarán
a los bienes del deudor ubicados en Colombia y, en la medida requerida para la puesta en
práctica de la cooperación y coordinación previstas en Capítulo IV del presente Título, a otros
bienes del deudor ubicados en el extranjero que, con arreglo a las leyes colombianas, deban ser
administrados en el proceso adelantado conforme a las normas colombianas relativas a la
insolvencia.

ARTÍCULO 114. COORDINACIÓN DE UN PROCESO SEGUIDO CON ARREGLO A
LAS NORMAS COLOMBIANAS RELATIVAS A LA INSOLVENCIA Y UN PROCESO
EXTRANJERO. En caso de tramitarse simultáneamente y respecto de un mismo deudor un
proceso extranjero y un proceso con arreglo a las normas colombianas relativas a la insolvencia,
la autoridad colombiana competente procurará colaborar y coordinar sus actuaciones con las del
otro proceso, conforme a lo dispuesto en el Capítulo IV del presente Título, en los términos
siguientes:

1. Cuando el proceso seguido en Colombia esté en curso en el momento de presentarse la
solicitud de reconocimiento del proceso extranjero:

a) Toda medida otorgada con arreglo a los artículos sobre medidas proceso extranjero y sobre
medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso extranjero de la presente ley deberá
ser compatible con el proceso seguido en Colombia; y

b) De reconocerse el proceso extranjero en Colombia como proceso extranjero principal, el
artículo sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso extranjero del
presente Título, no será aplicable, en caso de ser incompatible con el proceso local.



2. Cuando el proceso seguido en Colombia se ha iniciado tras el reconocimiento, o presentación
de la solicitud de reconocimiento del proceso extranjero, toda medida que estuviera en vigor con
arreglo a los artículos sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de reconocimiento de un
proceso extranjero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento de un proceso
extranjero, será reexaminada por la autoridad colombiana competente y modificada o revocada
en caso de ser incompatible con el proceso que se adelante en Colombia.

3. Al conceder, prorrogar o modificar una medida otorgada a un representante de un proceso
extranjero no principal, la autoridad colombiana competente deberá asegurarse de que esa
medida afecta bienes que, con arreglo a las leyes colombianas, deban ser administrados en el
proceso extranjero no principal o concierne a información requerida para ese proceso.

ARTÍCULO 115. COORDINACIÓN DE VARIOS PROCESOS EXTRANJEROS. En los
casos contemplados en el artículo sobre casos de insolvencia transfronteriza de este Título, si es
seguido más de un proceso extranjero respecto de un mismo deudor, la autoridad colombiana
competente procurará que haya cooperación y coordinación con arreglo a lo dispuesto en el
Capítulo IV del presente Título y serán aplicables las siguientes reglas:

1. Toda medida otorgada con arreglo a los artículos sobre medidas otorgables a partir de la
solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero y sobre medidas otorgables a partir del
reconocimiento de un proceso extranjero a un representante de un proceso extranjero no
principal, una vez reconocido un proceso extranjero principal, deberá ser compatible con este
último.

2. Cuando un proceso extranjero principal sea reconocido tras el reconocimiento o una vez
presentada la solicitud de reconocimiento de un proceso extranjero no principal, toda medida que
estuviera en vigor con arreglo a los artículos sobre medidas otorgables a partir de la solicitud de
reconocimiento de un proceso extranjero y sobre medidas otorgables a partir del reconocimiento
de un proceso extranjero, deberá ser reexaminada por la autoridad colombiana competente y
modificada o dejada sin efecto caso de ser incompatible con el proceso extranjero principal.

3. Si una vez reconocido un proceso extranjero no principal, es otorgado reconocimiento a otro
proceso extranjero no principal, la autoridad colombiana competente deberá conceder, modificar
o dejar sin efecto toda medida que proceda para facilitar la coordinación de los procesos.

ARTÍCULO 116. REGLA DE PAGO PARA PROCESOS PARALELOS. Sin perjuicio de
los derechos de los titulares de créditos garantizados o de derechos reales, un acreedor que haya
percibido un cobro parcial respecto de su crédito en un proceso seguido en un Estado extranjero
con arreglo a una norma extranjera relativa a la insolvencia, no podrá percibir un nuevo pago por
ese mismo crédito en un proceso de insolvencia seguido con arreglo a las normas colombianas
relativas a la insolvencia respecto de ese mismo deudor, en tanto que el pago percibido por los
demás acreedores de la misma categoría sea proporcionalmente inferior al cobro ya percibido por
el acreedor.

TITULO IV.

DEROGATORIAS Y TRANSITO DE LEGISLACION.



ARTÍCULO 117. CONCORDATOS Y LIQUIDACIONES OBLIGATORIAS EN CURSO Y
ACUERDOS DE REESTRUCTURACIÓN. Las negociaciones de acuerdos de reestructuración,
los concordatos y liquidaciones obligatorias de personas naturales y jurídicas iniciados durante la
vigencia del Título II de la Ley 222 de 1995, al igual que los acuerdos de reestructuración ya
celebrados y los concordatos y quiebras indicados en el artículo 237 de la Ley 222 de 1995,
seguirán rigiéndose por las normas aplicables al momento de entrar a regir esta ley.

No obstante, esta ley tendrá aplicación inmediata sobre las personas naturales comerciantes y las
personas jurídicas:

1. Ante el fracaso o incumplimiento de un concordato, dando inicio al proceso de liquidación
judicial regulada en esta ley.

2. Para el inicio de las acciones revocatorias y de simulación en los procesos concursales.

3. Respecto de las disposiciones referentes a inmuebles destinados a vivienda, promitentes
compradores de vivienda y prorratas previstas en esta ley, incluyendo los procesos liquidatorios
en curso, al momento de su vigencia.

ARTÍCULO 118. SOLICITUDES DE PROMOCIÓN Y DE LIQUIDACIÓN
OBLIGATORIA EN CURSO. Las solicitudes de promoción de negociación de un acuerdo de
reestructuración y las de apertura de un trámite de liquidación obligatoria que, en los términos de
la Ley 550 de 1999 y de la Ley 222 de 1995, estén en curso y pendientes de decisión al momento
de entrar a regir esta ley, serán tramitadas por el juez del concurso, según el caso, para lo cual los
solicitantes deberán adecuarlas a los términos de la misma.

ARTÍCULO 119. REGLAS DE LA LEY 550 DE 1999 APLICABLES A LAS
LIQUIDACIONES OBLIGATORIAS EN CURSO. A las liquidaciones obligatorias de
personas naturales comerciantes y de las jurídicas, iniciadas antes de la entrada en vigencia
de esta ley, continuarán aplicándose los artículos 67, 68 y 69 de la Ley 550 de 1999, hasta su
terminación.

ARTÍCULO 120. EXCLUSIÓN DE LA LISTA, CESACIÓN DE FUNCIONES,
REMOCIÓN, RECUSACIÓN, IMPEDIMENTOS Y PROCESOS JUDICIALES
PREVISTOS EN LA LEY 550 DE 1999.

<Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1173 de 2007. El nuevo texto es el siguiente:> A
los promotores de acuerdos de reestructuración de las sociedades de capital público y las
empresas industriales y comerciales del Estado de los niveles nacional y territorial, les serán
aplicables, en materia de exclusión de la lista, cesación de funciones, remoción, recusación e
impedimentos, las normas sobre el particular previstas en la presente ley, siendo el competente
para adelantar dichos trámites la Superintendencia de Sociedades, la cual decidirá en uso de
facultades jurisdiccionales, conforme a lo dispuesto por el artículo 116 de la Constitución
Política.

De la misma forma, la Superintendencia de Sociedades resolverá todos los asuntos pendientes de
decisión o nuevos, de los previstos en los artículos 26 y 37 de la Ley 550 de 1999.

Notas de Vigencia



- Artículo modificado por el artículo 1 de la Ley 1173 de 2007, publicada en el Diario Oficial
No. 46.854 de 27 de diciembre de 2007.

Concordancias

Ley 1116 de 2006; Art. 67  

Resolución SUPERSOCIEDADES 214 de 2015, Art. 1o. Num. 26.8        

Resolución SUPERSOCIEDADES 201 de 2014; Art. 26 Num. 26.8      

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 120. A los promotores de acuerdos de reestructuración de las sociedades de
capital público y las empresas industriales y comerciales del Estado de los niveles nacional y
territorial, les serán aplicables, en materia de exclusión de la lista, cesación de funciones,
remoción, recusación e impedimentos, las normas sobre el particular previstas en la presente
ley, siendo el competente para adelantar dichos trámites el Ministerio del Interior y de
Justicia, el cual decidirá en uso de facultades jurisdiccionales, conforme a lo dispuesto por el
artículo 116 de la Constitución Política.

De la misma forma, este Ministerio resolverá todos los asuntos pendientes de decisión o
nuevos, de los previstos en los artículos 26 y 37 de la Ley 550 de 1999.

ARTÍCULO 121. CONTRIBUCIONES. <Artículo modificado por el artículo 44 de la Ley
1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Los recursos necesarios para cubrir los gastos de
funcionamiento e inversión que requiera la Superintendencia de Sociedades provendrán de la
contribución a cargo de las Sociedades sometidas a su vigilancia o control, así como de las tasas
de que trata el presente artículo.

La contribución consistirá en una tarifa que será calculada sobre el monto total de los activos,
incluidos los ajustes integrales por inflación, que registre la sociedad a 31 de diciembre del año
inmediatamente anterior. Dicha contribución será liquidada conforme a las siguientes reglas:

1. El total de las contribuciones corresponderá al monto del presupuesto de funcionamiento e
inversión que demande la Superintendencia en la vigencia anual respectiva, deducidos los
excedentes por contribuciones y tasas de la vigencia anterior.

2. Con base en el total de activos de las sociedades vigiladas y controladas al final del período
anual anterior, la Superintendencia de Sociedades, mediante resolución, establecerá la tarifa de la
contribución a cobrar, que podrá ser diferente según se trate de sociedades activas, en período
preoperativo, en concordato, en reorganización o en liquidación.

3. La tarifa que sea fijada no podrá ser superior al uno por mil del total de activos de las
sociedades vigiladas o controladas.

4. En ningún caso, la contribución a cobrar a cada sociedad podrá exceder del uno por ciento del
total de las contribuciones, ni ser inferior a un (1) salario mínimo legal mensual vigente.

5. Cuando la sociedad contribuyente no permanezca vigilada o controlada durante toda la



vigencia, su contribución será proporcional al período bajo vigilancia o control. No obstante, si
por el hecho de que alguna o algunas sociedades no permanezcan bajo vigilancia o control
durante todo el período, se genera algún defecto presupuestal que requiera subsanarse, el
Superintendente podrá liquidar y exigir a los demás contribuyentes el monto respectivo en
cualquier tiempo durante la vigencia correspondiente.

6. Las contribuciones serán liquidadas para cada sociedad anualmente con base en el total de sus
activos, multiplicados por la tarifa que fije la Superintendencia de Sociedades para el período
fiscal correspondiente.

7. Cuando una sociedad no suministre oportunamente los balances cortados a 31 de diciembre
del año inmediatamente anterior, la Superintendencia hará la correspondiente liquidación con
base en los activos registrados en el último balance que repose en los archivos de la entidad. Sin
embargo, una vez recibidos los estados financieros correspondientes a la vigencia anterior,
deberá procederse a la reliquidación de la contribución.

8. Cuando una sociedad presente saldos a favor producto de la reliquidación, estos podrán ser
aplicados, en primer lugar, a obligaciones pendientes de pago con la entidad, y, en segundo lugar,
para ser deducidos del pago de la vigencia fiscal que esté en curso.

La Superintendencia de Sociedades podrá cobrar a las sociedades no vigiladas ni controladas o a
otras entidades o personas, tasas por los servicios que les preste, según sean los costos que cada
servicio implique para la entidad, determinados con base en la remuneración del personal
dedicado a la actividad, en forma proporcional al tiempo requerido; el costo de su
desplazamiento en términos de viáticos y transporte terrestre y aéreo, cuando a ello hubiere lugar;
y gastos administrativos tales como correo, fotocopias, certificados y peritos.

Las sumas por concepto de contribuciones o tasas por prestación de servicios que no sean
canceladas en los plazos fijados por la Superintendencia, causarán los mismos intereses de mora
aplicables al impuesto de renta y complementarios.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 44 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 121. Los recursos necesarios para cubrir los gastos de funcionamiento e
inversión que requiera la Superintendencia de Sociedades provendrán de la contribución a
cargo de las sociedades sometidas a su vigilancia o control, así como de las tasas de que trata
el presente artículo.

La contribu ción consistirá en una tarifa que será calculada sobre el monto total de los
activos, incluidos los ajustes integrales por inflación, que registre la sociedad a 31 de
diciembre del año inmediatamente anterior. Dicha contribución será liquidada conforme a las
siguientes reglas:

1. El total de las contribuciones corresponderá al monto del presupuesto de funcionamiento e
inversión que demande la Superintendencia en la vigencia anual respectiva, deducidos los



excedentes por contribuciones y tasas de la vigencia anterior.

2. Con base en el total de activos de las sociedades vigiladas y controladas al final del
período anual anterior, el Gobierno Nacional, mediante resolución, establecerá la tarifa de la
contribución a cobrar, que podrá ser diferente según se trate de sociedades activas, en período
preoperativo, en concordato, en reorganización o en liquidación.

3. La tarifa que sea fijada no podrá ser superior al uno por mil del total de activos de las
sociedades vigiladas o controladas.

4. En ningún caso, la contribución a cobrar a cada sociedad podrá exceder del uno por ciento
del total de las contribuciones, ni ser inferior a un (1) salario mínimo legal mensual vigente.

5. Cuando la sociedad contribuyente no permanezca vigilada o controlada durante toda la
vigencia, su contribución será proporcional al período bajo vigilancia o control. No obstante,
si por el hecho de que alguna o algunas sociedades no permanezcan bajo vigilancia o control
durante todo el período, se genera algún defecto presupuestal que requiera subsanarse, el
Superintendente podrá liquidar y exigir a los demás contribuyentes el monto respectivo en
cualquier tiempo durante la vigencia correspondiente.

6. Las contribuciones serán liquidadas para cada sociedad anualmente con base en el total de
sus activos, multiplicados por la tarifa que fije el Gobierno Nacional para el período fiscal
correspondiente.

7. Cuando una sociedad no suministre oportunamente los balances cortados a 31 de
diciembre del año inmediatamente anterior, la Superintendencia hará la correspondiente
liquidación con base en los activos registrados en el último balance que repose en los
archivos de la entidad. Sin embargo, una vez recibidos los estados financieros
correspondientes a la vigencia anterior, deberá procederse a la reliquidación de la
contribución.

8. Cuando una sociedad presente saldos a favor producto de la reliquidación, estos podrán ser
aplicados, en primer lugar, a obligaciones pendientes de pago con la entidad, y, en segundo
lugar, para ser deducidos del pago de la vigencia fiscal que esté en curso.

La Superintendencia de Sociedades podrá cobrar a las sociedades no vigiladas ni controladas
o a otras entidades o personas, tasas por los servicios que les preste, según sean los costos
que cada servicio implique para la entidad, determinados con base en la remuneración del
personal dedicado a la actividad, en forma proporcional al tiempo requerido; el coste de su
desplazamiento en términos de viáticos y transporte terrestre y aéreo, cuando a ello hubiere
lugar; y gastos administrativos tales como correo, fotocopias, certificados y peritos.

Las sumas por concepto de contribuciones o tasas por prestación de servicios que no sean
canceladas en los plazos fijados por la Superintendencia, causarán los mismos intereses de
mora aplicables al impuesto de renta y complementarios.

ARTÍCULO 122. ARMONIZACIÓN DE NORMAS CONTABLES Y SUBSIDIO DE
LIQUIDADORES. Para efectos de garantizar la calidad, suficiencia y oportunidad de la
información que se suministre a los asociados y a terceros, el Gobierno Nacional revisará las
normas actuales en materia de contabilidad, auditoría, revisoría fiscal y divulgación de
información, con el objeto de ajustarlas a los parámetros internacionales y proponer al Congreso



las modificaciones pertinentes.

En aquellas liquidaciones en las cuales no existan recursos suficientes para atender gastos de
archivo y remuneración de los liquidadores, sus honorarios serán subsidiados con el dinero
proveniente de las contribuciones que sufragan las sociedades vigiladas por la Superintendencia
de Sociedades, de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno. El subsidio no
podrá ser en ningún caso superior a veinte (20) salarios mínimos legales mensuales, pagaderos,
siempre y cuando el respectivo auxiliar cumpla con sus funciones y el proceso liquidatorio
marche normalmente.

En el proceso de liquidación judicial, tramitados ante la Superintendencia de Sociedades que no
existan recursos suficientes para atender gastos de archivo y los honorarios de los liquidadores,
serán subsidiados con el dinero proveniente de las contribuciones que sufragan las sociedades
vigiladas por la Superintendencia de Sociedades, hasta por veinte (20) salarios mínimos.

ARTÍCULO 123. PUBLICIDAD DE LOS CONTRATOS DE FIDUCIA MERCANTIL QUE
CONSTEN EN DOCUMENTO PRIVADO. <Artículo modificado por el artículo 41 de la Ley
1429 de 2010. El nuevo texto es el siguiente:> Los contratos de fiducia mercantil con fines de
garantía que consten en documento privado deberán inscribirse en el Registro Mercantil de la
Cámara de Comercio con jurisdicción en el domicilio del fiduciante, sin perjuicio de la
inscripción o registro que de acuerdo con la clase de acto o con la naturaleza de los bienes, deba
hacerse conforme a la ley.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 41 de la Ley 1429 de 2010, publicada en el Diario
Oficial No. 47.937 de 29 de diciembre de 2010.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1116 de 2006:

ARTÍCULO 123. Los contratos de fiducia mercantil que consten en documento privado
deberán inscribirse en el Registro Mercantil de la Cámara de Comercio con jurisdicción en el
domicilio del fiduciante, sin perjuicio de la inscripción o registro que, de acuerdo con la clase
de acto o con la naturaleza de los bienes, deba hacerse conforme a la ley.

ARTÍCULO 124. ADICIONES, DEROGATORIAS Y REMISIONES. Adiciónese el
siguiente numeral al artículo 2502 del Código Civil Colombiano:

“7. Los de los proveedores de materias primas o insumos necesarios para la producción o
transformación de bienes o para la prestación de servicios”.

A partir de la entrada en vigencia de esta ley, se deroga el artículo 470 del Código de Comercio,
en cuanto a la competencia que ejerce la Superintendencia de Sociedades frente a las Sucursales
de las Sociedades extranjeras que desarrollen actividades permanentes en Colombia, la cual se
regirá por lo establecido en el artículo 84 de la Ley 222 de 1995.

Salvo aquellos casos que expresamente determine el Gobierno Nacional, en razón a la
conservación del orden público económico, no habrá lugar a la intervención de la
Superintendencia de Sociedades respecto de lo establecido en los artículos 233 a 237 del Código



de Comercio.

En los casos no regulados expresamente en esta ley, se aplicarán las disposiciones del Código de
Procedimiento Civil.

ARTÍCULO 125. ENTIDADES TERRITORIALES. Las entidades territoriales, las
descentralizadas del mismo orden y las universidades estatales del orden nacional o territorial de
que trata la Ley 922 de 2004, podrán seguir celebrando acuerdos de reestructuración de pasivos
de acuerdo con lo dispuesto en el Título V y demás normas pertinentes de la Ley 550 de 1999 y
sus Decretos Reglamentarios, incluidas las modificaciones introducidas a dichas normas con
posterioridad a su entrada en vigencia por la Ley 617 de 2000, sin que sea necesario constituir las
garantías establecidas en el artículo 10 de la Ley 550 de 1999.

A partir de la promulgación de esta ley, en relación con los acuerdos de reestructuración de
pasivos adelantados por las universidades estatales de que trata el presente artículo, su
nominación y promoción corresponderá al Ministerio de Educación, el cual asumirá los procesos
en curso cuya promoción se encuentre adelantando el Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

PARÁGRAFO. Exceptúese de la prohibición consagrada en el parágrafo 2o del artículo 11 de la
Ley 550 de 1999, por una sola vez, las entidades territoriales que, con anterioridad a la entrada en
vigencia de la presente ley, hayan negociado un acuerdo de reestructuración, sin haber llegado a
celebrarlo.

ARTÍCULO 126. VIGENCIA. Salvo lo que se indica en los incisos anteriores, la presente ley
comenzará a regir seis (6) meses después de su promulgación y deroga el Título II de la Ley 222
de 1995, la cual estará vigente hasta la fecha en que entre a regir la presente ley.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-699-07 de 6 de septiembre de 2007, Magistrado
Ponente Dr. Rodrigo Escobar Gil. El numeral 2o. del fallo, establece:

'Segundo.- Exhortar al Congreso de la República para que dentro del ámbito de su potestad
de configuración legislativa expida un régimen universal para personas naturales no
comerciantes. '

A partir de la promulgación de la presente ley, se prorroga la Ley 550 de 1999 por seis (6) meses
y vencido dicho término, se aplicará de forma permanente solo a las entidades de que trata el
artículo anterior de esta ley.

Las normas del régimen establecido en la presente ley prevalecerán sobre cualquier otra de
carácter ordinario que le sea contraria.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

DILIAN FRANCISCA TORO TORRES.



El Secretario General del honorable Senado de la República,

EMILIO RAMÓN OTERO DAJUD.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

ALFREDO APE CUELLO BAUTE.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

ANGELINO LIZCANO RIVERA.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.

Dada en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2006.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Viceministro de Desarrollo Empresarial, del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo,
encargado de las funciones del Despacho del Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

SERGIO DIAZGRANADOS GUIDA.
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